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I. Identificación de la providencia
	Número de Sentencia
	C-178-2014

	Número de expediente
	D-9874

	Magistrado Ponente
	María Victoria Calle Correa

	Fecha
	26 de marzo de 2014

	Tema
	Funciones jurisdiccionales por parte de la Dirección Nacional de Derechos de Autor

	Norma demandada
	Ley 1564 de 2012, Artículo 24, numeral 3, literal b)
“  Las autoridades administrativas a que se refiere este artículo ejercerán funciones jurisdiccionales conforme a las siguientes reglas:
(…)
3. Las autoridades nacionales competentes en materia de propiedad intelectual:
(…)
b). La Dirección Nacional de Derechos de Autor en los procesos relacionados con los derechos de autor y conexos (…)”.




II. Problema jurídico

1. ¿La atribución de facultades jurisdiccionales a la Dirección Nacional de Derechos de Autor viola el derecho fundamental al debido proceso de los particulares, en tanto las funciones administrativas de la entidad, asociadas a la promoción y protección de los derechos de autor y conexos no permiten que esta entidad actúe como un juez imparcial en estos asuntos?
2. ¿La atribución de facultades jurisdiccionales a la Dirección Nacional de Derechos de Autor viola el principio de igualdad, al analizar la situación de la Dirección frente a la de las superintendencias, pues la primera se dedica a la promoción y protección de derechos subjetivos, mientras que las segundas se dedican a la defensa de derechos colectivos, que no tendrían incidencia en la solución de casos individuales?

III. Solución del problema jurídico

1. La Corte, respecto a este problema jurídico, consideró estarse a lo resuelto en la sentencia C-436 de 2013, en la cual se declaró la constitucionalidad condicionada de este misma norma, bajo el entendido de que debía asegurarse una separación plena de las funciones administrativas y de las funciones jurisdiccionales al interior de la Dirección Nacional de Derechos de Autor, para garantizar imparcialidad en el ejercicio de estas funciones. Esta corporación afirmó que había cosa juzgada constitucional respecto de la sentencia C-436 y el cargo planteado por el accionante en esta demanda, pues aun cuando la sentencia resolvió la constitucionalidad del literal b del numeral 3 del artículo 24 del Código General del Proceso por el cargo del acceso efectivo a la administración de justicia, y esta demanda fue por el cargo del principio de igualdad, la subregla de derecho que se empleó en el fallo fundó su interpretación en el principio de imparcialidad de la autoridad administrativa cuando juzga, el mismo punto que se cuestionó el accionante en esta demanda.

“Cuando un fundamento normativo se refleja en la parte resolutiva de la providencia solo puede concluirse que es razón central de la decisión; y, en este caso esa conclusión se presenta de manera evidente porque el condicionamiento explícitamente se dirigió a asegurar las garantías de independencia e imparcialidad judicial. Cuando el actor propone que incluso si la norma demanda es interpretada como lo indicó la Corte en ese condicionamiento resulta imposible asegurar su imparcialidad, no puede considerarse que esté formulando un cargo nuevo, sino que su interés es el de controvertir una sentencia con efectos erga omnes, pretensión incompatible con el control de constitucionalidad y con el artículo 243 de la Carta Política.

2. La Corte se inhibió para pronunciarse de fondo sobre este problema jurídico por insuficiencia argumentativa de la demanda y porque el cargo planteado sobre la igualdad no generaba una discusión de constitucional, y partía de fundamentos erróneos. Esta corporación afirmó que los criterios de comparación entre las superintendencias y la Dirección Nacional de Derechos de Autor, fundados en la protección de derechos colectivos por las primeras y en la protección de derechos subjetivos por la segunda, es un criterio erróneo, y aún si fuera correcto sería jurídicamente irrelevante, pues la protección de los derechos no es incompatible con la forma de juzgar sobre su existencia.

“(…) La sala estima que el cargo no es apto para provocar un pronunciamiento de fondo porque se base (sic) en presupuestos normativos erróneos desde el punto de vista constitucional, En primer término,  porque la diferencia que propone en las funciones que ejercen se desvanecen, o se hace muy tenue, si se analiza desde la perspectiva de los conceptos de derechos subjetivos, derecho objetivo, derechos colectivos y derechos individuales, a los que se refiere la demanda; y en segundo lugar, porque incluso si se acepta que existen diferencias en la naturaleza de esos derechos, estas no son constitucionalmente relevantes. (…)”.

3. Decisión de la Honorable Corte
Declaró estarse a lo resuelto en la sentencia C-436 de 2013, en relación con el cargo por violación al derecho fundamental al debido proceso y el principio de imparcialidad judicial, en la cual se declaró exequible el literal b) del numeral 4 del artículo 24 de la ley 1564 de 2012, “siempre y cuando la estructura y funcionamiento de la Dirección Nacional de Derechos de Autor garanticen los principios de imparcialidad e independencia, en el ejercicio de las funciones jurisdiccionales asignadas”.
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